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- BOP núm. 10, de 17.1.2005.
- BOJA núm. 17, de 26.1.2005.
- BOE núm. 58, de 9.3.2005.
- Diario «La Voz de Almería», de 17.2.05.

Que contenían la relación concreta e individualizada de
los bienes y derechos afectados.

3. Durante el período de Información Pública se han for-
mulado alegaciones por parte de los titulares de los bienes
y derechos afectados, habiendo sido subsanadas satisfac-
toriamente.

4. Se ha elaborado informe por el Servicio de Industria,
Energía y Minas de esta Delegación Provincial, relativo a la
comprobación del trazado de la línea eléctrica, de acuerdo
con las limitaciones contenidas en el art. 161.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Delegación Provincial es competente para
conocer y en su caso resolver las cuestiones planteadas en
el presente expediente, en virtud de las atribuciones que tiene
conferidas por el Dec. de la Junta de Andalucía 59/99, puesto
en relación con la Ley Orgánica 6/81 (Estatuto de Autonomía)
(BOE núm. 9, de 11.1.82); el Real Decreto 1091/81 sobre
traspaso de competencias, funciones y servicios del Estado
en materia de Industria y Energía a la Junta de Andalucía
(BOJA núm. 14, de 15.7.81); el Anexo al Real Decreto
4164/82 sobre traspaso de funciones y servicios del Estado
en materia de Industria, Energía y Minas a la Junta de Anda-
lucía (BOJA núm. 24, de 22.3.83); Ley de la Junta de Anda-
lucía 6/83 del Gobierno y la Admininistración de la Comunidad
Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 60, de 29.7.83) y el
Dec. del Presidente 6/2000 sobre reestructuración de Con-
sejerías (BOJA núm. 50, de 29.4.00).

Segundo. En la instrucción del presente expediente se
han observado las normas legales vigentes, en especial la Ley
30/92 de RJPAC (BOE núm. 285, de 27.11.92), modificada
por la Ley 4/99 (BOE núm. 285, de 27.11.92), así como
la Ley de Expropiación Forzosa, de 16.11.54 (BOE de
27.11.54), la Ley 10/66 sobre expropiación forzosa y san-
ciones en materia de instalaciones eléctricas (BOE núm. 67,
de 19.3.66), el Dec. 2619/66 (Rgmto. que desarrolla la Ley
de Expropiación Forzosa y sanciones en materia de instala-
ciones eléctricas, BOE núm. 254, de 24.10), la Ley 54/97
del Sector Eléctrico (BOE núm. 285, de 28.11.97) y el R.
Dec. 1955/00 (Rgmto. que la desarrolla, BOE núm. 310,
de 27.12) por lo que se refiere al derecho sustantivo.

Vistos los antecedentes de hecho y los fundamentos de
derecho expresados más arriba, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Declarar en concreto la utilidad pública de la instalación
cuyas características principales son las siguientes:

Peticionario: Endesa Distribución Eléctrica, S.L.
Finalidad: Mejorar la calidad del servicio y atender la

demanda energética de la zona.
Tipo de instalación: Exterior/Interior.
Procedencia de los materiales: Nacional.
Presupuesto en euros: 1.718.904.

Dicha declaración lleva implícita la necesidad de ocu-
pación de los bienes o de adquisición de los derechos
siguientes:

A F E C T A D O S
Finca única

Situación: Término municipal de Roquetas de Mar.
Referencia Catastral: 2450702.
Paraje Las Marinas.
Lindando con calle nueva urbanización, prolongación de

Avda. de Los Cerrillos (Urbanización Playa Serena).

Propiedad: Excmo. Ayuntamiento de Roquetas de Mar.
Plaza de la Constitución, s/n.
Roquetas de Mar (Almería).

Consejería de Medio Ambiente. Delegación Provincial de
Almería. C/ Reyes Católicos, 43. Almería.

Afección proyectada en la finca: La derivada del montaje
de subestación eléctrica y montajes asociados a la misma,
con ocupación completa de parcela de forma trapezoidal de
1.730 m2 e implica la urgente ocupación a los efectos del
art. 52 de la Ley de Expropiación Forzosa.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponer recurso de alzada por con-
ducto de esta Delegación Provincial, ante el Excmo. Sr. Con-
sejero de Innovación, Ciencia y Empresa, dentro del plazo
de un mes contado a partir del siguiente al de su notificación,
de conformidad con lo establecido en el artículo 114.2 de
la Ley 30/92, de 26.11.92, de RJPAC, modificada por la
Ley 4/99, de 13.1.2000.

Almería, 21 de julio de 2005.- El Delegado, Francisco
Javier de las Nieves López.

CONSEJERIA DE EMPLEO

ORDEN de 10 de agosto de 2005, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa Urbaser, S.A., encargada de la reco-
gida de residuos sólidos urbanos en el municipio de
Almería, mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Por el Presidente del Comité de Empresa de Urbaser, S.A.,
encargada de la recogida de residuos sólidos urbanos en el
municipio de Almería ha sido convocada huelga de forma inde-
finida a partir del próximo día 18 de agosto de 2005, y que,
en su caso, podrá afectar a todos los trabajadores de la men-
cionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones
de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
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guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa «Urbaser, S.A.» encargada de
la recogida de residuos sólidos urbanos en el municipio de
Almería, presta un servicio esencial para la comunidad, cual
es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial
mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que
la falta de salubridad en las citadas ciudades, colisiona fron-
talmente con el derecho a la salud proclamado en el artícu-
lo 43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y habiendo sido esto último
posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, y 43 de la Constitución; artícu-
lo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artícu-
lo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto
4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo de Consejo de
Gobierno de 26 de noviembre de 2002, Decreto del Presidente
11/2004, de 24 de abril sobre reestructuración de Consejerías
y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga convocada por los tra-
bajadores de la empresa Urbaser, S.A., encargada de la reco-
gida de residuos sólidos urbanos en el municipio de Almería,
que se llevará a efecto con carácter de indefinida desde a
partir del día 18 de agosto de 2005, deberá ir acompañada
del mantenimiento de los servicios mínimos que figuran en
el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 10 de agosto de 2005

ANTONIO FERNANDEZ GARCIA
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de
Almería.

A N E X O

Centros sanitarios y mercados de abastos del término
municipal:

- La totalidad de la recogida de residuos sólidos de hos-
pitales y mercados, y limpieza y recogida de residuos en
mercadillos.

Recogida de residuos sólidos domiciliaria y limpieza del
término municipal:

- La totalidad de la limpieza y recogida de residuos duran-
te la celebración de la feria de Almería, tanto en la feria del
mediodía, que comprende los lugares autorizados por el Ayun-
tamiento (plazas de la Constitución, Marín, Flores, San Pedro,
Pablo Cazard, San Sebastián, Virgen del Mar, Urrutia y Paseo
de Almería), como en el recinto ferial.

La recogida de residuos sólidos domiciliaria se realizará
por la totalidad de la plantilla tres veces en semana y la limpieza
de todo el municipio una vez en semana, haciendo hincapié
en la limpieza de los alrededores de los contenedores de
basuras.

ORDEN de 9 de agosto de 2005, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa UTE-Las Calandrias en la ciudad
de Jerez de la Frontera (Cádiz) mediante el estable-
cimiento de servicios mínimos.

Por el Comité de Empresa de la planta de reciclaje en
nombre de los trabajadores de la empresa UTE-Las Calandrias,
que presta sus servicios en la ciudad de Jerez de la Frontera
(Cádiz) ha sido convocada huelga desde las 13,00 horas hasta
las 15,00 horas para el turno de mañana y desde las 15,
horas hasta las 17,00 horas para el turno de tarde durante
los días 16, 17, 18, y 19 de agosto y de 24 horas desde
las 00,00 del lunes 22 de agosto hasta las 24,00 del viernes
26 de agosto, y que, en su caso, podrá afectar a todos los
trabajadores de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa UTE-Las Calandrias presta un
servicio esencial para la comunidad, cual es el mantenimiento
de la salubridad, y por ello la Administración se ve compelida
a garantizar dicho servicio esencial mediante la fijación de
servicios mínimos, por cuanto que la falta de salubridad en
las citadas ciudades, colisiona frontalmente con el derecho
a la salud proclamado en el artículo 43 de la Constitución
Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2, y 43 de la Constitución;
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo de 26 de
noviembre de 2002, Decreto del Presidente 11/2004, de 24
de abril sobre reestructuración de Consejerías y la doctrina
del Tribunal Constitucional relacionada,


